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Reflexiones sobre la Reforma al Sistema Interamericano de Protección (2)
´

Realizado por el Consultorio Jurídico Internacional de la Facultad de Derecho de Bogotá dentro del proceso de Consulta a los Actores del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos abierto por la CIDH(
I. Medidas Cautelares   

1. Sobre la solicitud de medidas cautelares y su evaluación

a.  Individualización y/o determinación de beneficiarios (arts. 25.3 y 25.8 del Reglamento)

A nuestro juicio, la jurisprudencia de la Corte y los precedentes de la CIDH, son adecuados y no debe reformarse este apartado del Art. 25. Se recuerda la jurisprudencia de la Corte, tomada en el caso de las Medidas Provisionales de las Comunidades de Jiguamiandó y Curbaradó, del 6 de marzo de 2003
, reiterada con posterioridad en múltiples decisiones:

9. “Que si bien la Corte ha considerado en otras oportunidades indispensable individualizar a las personas que corren peligro de sufrir daños irreparables a efectos de otorgarles medidas de protección
, posteriormente ha ordenado la protección de una pluralidad de personas que no habían sido previamente nominadas, pero que sí eran identificables y determinables y se encontraban en una situación de grave peligro en razón de su pertenencia a una comunidad”
. 

b. Consideraciones sobre el consentimiento de la parte beneficiaria (art. 25.4.c del Reglamento)

c. Solicitud de información al Estado: prácticas y excepciones para las solicitudes formuladas por la CIDH (art. 25.5 del Reglamento);

d. particularmente, se solicitan opiniones respecto de si existen situaciones o derechos respecto de los cuales la solicitud de información previa al Estado sería obligatoria, o que demandan tratamiento diferenciado.

Tratándose de medidas que se decretan “para prevenir daños irreparables”, no parce acertado establecer la obligatoriedad de pedir información previa al Estado. Esta petición, en todo caso, puede ser simultánea, de tal manera que el Estado al recibir la medida cautelar también es requerido acerca de la información que tenga disponible o considere pertinentes, la cual puede ser enviada de forma inmediata a la CIDH. 
2. Sobre la decisión respecto de la solicitud de medidas cautelares

a. Estructura y contenidos de la decisión de otorgar medidas (arts. 25.1 y 25.2 del Reglamento)

i. Procedimiento de decisión y revisión

ii.  Criterios aplicados

iii. Fundamentación jurídica

iv. Mejores prácticas en materia de diseño de medidas de protección

v.  Voto afirmativo expreso de la mayoría de integrantes

vi.  Medio pertinente para dar publicidad a la decisión

b.  Difusión de criterios a través de manuales y guías prácticas

-No resulta conveniente establecer patrones cuando se trata de proteger derechos fundamentales que se encuentran en riesgo por una situación grave y urgente. 

-Siempre debe privilegiarse la protección de la persona que se encuentra en riesgo, sobre otras consideraciones y valores jurídicos.

-Las medidas deben adecuarse a las circunstancias de los beneficiaros y ser concertadas con ellos y sus representantes.  

- En todo caso, el tratamiento debe ser el de personas que en ejercicio de actividades legítimas y valiosas para la sociedad, la democracia y la vigencia efectiva de los derechos son perseguidas y, por lo tanto, se debe preservar al máximo sus derechos a residir y permanecer en su lugar de residencia y en sus actividades cotidianas.

-La principal medida de protección debe ser que el Estado detecte el origen de la amenaza o riesgo y los neutralice con las herramientas del Estado de derecho. 
1. Sobre la implementación y vigencia de las medidas cautelares

a. Vigencia

i. Posible fijación de plazos de vigencia

ii. Procedimiento de revisión periódica (art. 25.6 del Reglamento) y cronogramas relacionados

b. Ratificación de vigencia

i. Respecto de cualquier medida adoptada, la CIDH podría establecer la práctica de revisar la necesidad de mantenerla en su próximo período de sesiones.

c.  Plazos en el procedimiento

i. Razonabilidad en la fijación de plazos

ii. Prórrogas: reglas y excepciones

d. Seguimiento

            Mejores prácticas y formas de seguimiento

2. Sobre el término o transformación de las medidas cautelares

a. Levantamiento

i. Criterios que guían la solicitud de levantamiento (art. 25.7 y 25.8 del Reglamento)

ii. Salvaguardas

· La vigencia no puede someterse a un plazo previo, pues depende de si persiste o no el riesgo y, sobre todo, si el Estado ha detectado de donde proviene y si ha logrado neutralizarlo. 

· La previsión establecida en el Art. 25.8 puede aplicarse si el beneficiario y sus representantes están en una situación que les permita responder a la petición de información. En todo caso el estado está obligado a garantizar ese derecho. 

b.  Modificación de objeto o de beneficiarios

i. Criterios

ii. Salvaguardas

c. Otros mecanismos alternativos de protección

i. Criterios

ii. Salvaguardas

3. Observaciones adicionales sobre el mecanismo de medidas cautelares

El Art. 25 del Reglamento de la CIDH, que regula las medidas cautelares, en su versión vigente
 recoge un procedimiento cuidadoso con los Estados, en el cual se específica la necesidad de recabar información de este antes de tomar decisiones: “Artículo 25.  Medidas cautelares (…)5.         Antes de solicitar medidas cautelares, la Comisión requerirá al Estado involucrado información relevante, a menos que la urgencia de la situación justifique el otorgamiento inmediato de las medidas (…)”. 
( María Cristina Patiño González, Decana de la Facultad de Derecho y Carlos Rodríguez Mejía, Director del Consultorio Jurídico Internacional 


� Corte IDH. Asunto Comunidades del Jiguamiandó y del Curbaradó respecto Colombia.


� Cfr. Caso de haitianos y dominicanos de origen haitiano en la República Dominicana, Medidas


Provisionales. Resolución de 18 de agosto de 2000. Serie E No. 3, considerando octavo; y Caso de haitianos y dominicanos de origen haitiano en la República Dominicana, Medidas Provisionales. Resolución del Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 14 de septiembre de 2000. Serie E No. 3.


� Cfr. Caso de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte


Interamericana de Derechos Humanos de 18 de junio de 2002; Caso de la Comunidad de Paz de San José de


Apartadó. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 24 de noviembre de 2000. Serie E No 3. Además, cfr. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C No. 79.


� Aprobado por la Comisión en su 137° período ordinario de sesiones, celebrado del 28 de octubre al 13 de noviembre de 2009.





